Bogota, 19 de Agosto de 2010

Doctor

Jesús Alfonso Rodríguez Camargo

Secretario General Cámara de Representantes

Ciudad

Respetado Doctor Rodríguez

Por medio de la presente me permito radicar el proyecto de ley Por la cual se autoriza la emisión de la Estampilla Pro Universidad Pedagógica Nacional, para que surta su respectivo tramite en el Congreso de la República.
Atentamente

ANGEL CUSTODIO CABRERA BAEZ
Representante a la Cámara
PROYECTO DE LEY NUMERO _____ CAMARA

Por la cual se autoriza la emisión de la Estampilla Pro Universidad Pedagógica Nacional.

El Congreso de la República

DECRETA:

Artículo 1°. Autorizase al Concejo de Bogotá, Distrito Capital, para que expida el acuerdo que ordene la emisión, distribución y recaudo de la estampilla “Cincuenta años de labor de la Universidad Pedagógica Nacional” hasta por la suma de doscientos cincuenta mil millones de pesos ($250.000.000.000,00). El monto total recaudado se establece a precios constantes de 2010.

Parágrafo. El destino de los recursos se orientará a la construcción de la sede del Proyecto de Investigación Valmaría de la Universidad Pedagógica Nacional, en Bogotá, D. C.

Artículo 2°. De conformidad con el inciso 2° del artículo 338 de la Constitución Política autorizase al Concejo Distrital de Bogotá, D. C., para que determine las características, tarifa y todos los demás asuntos referentes al uso obligatorio de la estampilla, que se pagara únicamente por parte los contratistas de estudios de factibilidad, diseños, consultorías, contratos e interventorias de obra publica que se realicen en el territorio de Bogotá Distrito Capital.

Artículo 3o. La obligación de adherir y anular la estampilla “Cincuenta años de labor .e la Universidad Pedagógica Nacional”, queda a cargo de los funcionarios del Distrito de Bogotá que intervengan en los diferentes actos y hechos económicos que sean sujetos de gravamen que se autoriza por la presente ley.

Artículo 4°. La tarifa contemplada en esta ley, no podrá exceder el dos por ciento (2%), del valor del hecho sujeto al gravamen.

Artículo 5°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación.

Atentamente

ANGEL CUSTODIO CABRERA BAEZ
Representante a la Cámara

EXPOSICION DE MOTIVOS

OBJETO DEL PROYECTO DE LEY

“Por el cual se autoriza la emisión de la estampilla pro universidad Pedagógica nacional.

El proyecto de ley tiene por objeto autorizar la emisión de una estampilla por valor de doscientos cincuenta mil millones de pesos (250.000.000.000), para financiar el proyecto de ampliación de su sede en el norte de la Ciudad de Bogota, D.C (Proyecto Valmaría) que albergara los nuevos alumnos de la creciente demanda de la Universidad.

ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY

El presente proyecto de ley viene antecedido del Proyecto de ley número 040 de 2008 Cámara, cuya autoría es del Representante Luís Enrique Salas Moisés siendo designados como Ponentes para primer debate los honorables Representantes Luís Enrique Salas Moisés (Coordinador) y René Garzón Martínez y Carlos Augusto Celis Gutiérrez. El proyecto entra a consideración del Congreso por cuarta oportunidad habiendo superado en la primera oportunidad (2005-2006) los dos (2) debates en el Senado de la República y en el actual periodo no alcanzando a ser evacuado en la comisión tercera, razón por la cual y dada su importancia, se presenta nuevamente.
El Congreso de la República anteriormente aprobó bastantes proyectos de ley de estampillas dentro de los cuales se encuentran los siguientes:

· Estampilla Prodesarrollo Urbano
· Estampilla Pro Cultura
· Estampilla Pro-Dotación y funcionamiento de los Centros de Bienestar del Anciano
· Estampilla en honor al Maestro Rodrigo Arenas Betancur
· Estampilla Pro Ciudadela Universitaria del Atlántico
· Estampilla "Pro-facultad de Medicina de la Universidad del Tolima"
· Estampilla "Pro Universidad Popular del Cesar"
· Estampilla Pro Palacio de la Gobernación y Centro Administrativo Municipal de Popayán
· Estampilla Pro Corporación Acción por Antioquia de Actuar
· Estampilla Pro Universidad de la Guajira
· Estampilla Pro-creación de la seccional de la Universidad de Cartagena en el Carmen de Bolívar
· Estampilla Pro-Universidad del Valle
· Estampilla Pro-Universidad Industrial de Santander
· Estampilla Universidad de Antioquia de Cara al Tercer Siglo de Labor
· Estampilla Pro Desarrollo Fronterizo
· Estampilla Armero 10 Años
· Estampilla Pro Hospital de Caldas
· Estampilla Pro Desarrollo de la Universidad Surcolombiana, de la Universidad de la Amazonía y de la Universidad Nacional
· Estampilla Prodesarrollo Académico y Descentralización de Servicios Educativos de la Universidad de Córdoba
· Estampilla Universidad de Caldas y Universidad Nacional con sede en Manizales y Universidad Tecnológica de Pereira para Desarrollo del Eje Cafetero hacia el Tercer Milenio
· Estampilla Pro-hospital Departamental Universitario del Quindío de San Juan de Dios
· Estampilla Prodesarrollo de la Universidad de Nariño
· Estampilla Pro-hospitales Públicos del Departamento de Antioquia
· Estampilla Pro-hospitales de Primer y Segundo Nivel de Atención del Departamento del Atlántico
· Estampilla Sogamoso 2000
· Estampilla Pro-Universidad Tecnológica del Chocó “Diego Luis Córdoba”
· Estampilla Pro Hospitales del departamento del Guaviare
· Estampilla Prodesarrollo Académico, Científico y Técnico de la Universidad Pública del Norte de Santander
· Estampilla “Universidad de los Llanos” 32 años construyendo Orinoquia
· Estampilla Prodesarrollo de la Universidad de Cundinamarca
· Estampilla Universidad Distrital Francisco José de Caldas 50 años.
· Estampilla Pro-Dotación y funcionamiento de los Centros de Bienestar del Anciano
· Estampilla Pro-Electrificación Rural
· Estampilla Universidad de Cartagena
· Estampilla Refundación Universidad del Magdalena de Cara al Nuevo Milenio
DESARROLLO JURISPRUDENCIAL: CONSTITUCIONALIDAD DE LAS LEYES DE AUTORIZACION PARA ESTABLECER LAS ESTAMPILLAS

La Corte Constitucional ha tenido la oportunidad de referirse al tema en varias ocasiones, y se puede afirmar que existe una jurisprudencia constitucional “estable”. En el caso particular de las leyes de la autorización estampillas departamentales, el debate gira alrededor del principio de legalidad del tributo, en cuanto a su concepción, así entonces se trata de la determinación del tributo en la norma que lo crea, o por el contrario si se agota con la autorización del legislador a los entes subnacionales para que ellos los determinen.
ASPECTOS DOCTRINARIOS

Si bien el origen de las leyes de autorización de estampillas departamentales puede ser identificado en vigencia de la Constitución regeneradora, este proceso madura y se desarrolla posteriormente bajo la vigencia de la Constitución de 1991. Este escenario podría explicarse de mejor manera en el régimen centralista de la Constitución de 1986, donde el legislador tenía una competencia exclusiva en el tema tributario, y el tema podía ser englobado en las facultades especiales de las que podía revestir a las asambleas departamentales, ya que no había norma especial “tributaria” aplicable.

Así es muy contradictorio que se presente esta situación en el marco de la Constitución de 1991, la cual presenta todo un discurso diferente en materia de competencias normativas territoriales, particularmente en los tributos, por ello, el que no sean empleadas de manera pertinente, deja mucho que desear del correcto ejercicio del poder tributario en el estado colombiano.
El marco de las leyes de autorización de estampillas departamentales parece ser la gran excepción de las facultades impositivas de las autoridades territoriales, pues la regla general es que el congreso debe agotar todos y cada uno de los elementos de la obligación tributaria y dejar un margen de autonomía a la periferia para la determinación de las tarifas debido a la incapacidad de ésta en el uso eficiente de las competencias y recursos que administran, ya sea de origen propio o transferido de la nación.
En un estado de derecho, las competencias están dadas y las autoridades solo pueden hacer lo que se les habilita a realizar en la Constitución y la ley (en abrigo de aquella). Si ello es así mal puede una ley de manera tan laxa como ocurrió con las leyes de autorización de las estampillas.
La corte constitucional que sostiene la inexistencia de una soberanía fiscal, tolera una discreción amplia en el legislador al permitirle autorizar un tributo sin siquiera señalar los alcances de este, y al dejarlos actuar territorialmente sin límites del legislador, en verdad se convierten en una especie de “cheques en blanco”. 
En virtud del principio de legalidad, deben fijarse los linderos del actuar territorial, como predeterminación del tributo, y eso solo lo puede cumplir quien autoriza, a saber el legislador. Considerar que los elementos fundamentales del tributo como requisito de validez de la norma pueden aparecer en las disposiciones de carácter territorial, sin estar consagrados en la ley de autorizaciones implica una contradicción, pues si afirma que las entidades territoriales siguen estando sometidas a la ley, el reconocer que ellas puedan llenar sus vacíos implica darles su mismo valor, y entonces ¿dónde queda la sujeción a la ley ordinaria?
El reconocer el ámbito normativo propio e inalienable de las entidades territoriales, en cuanto al establecimiento de gravámenes en sus respectivos territorios, no puede apoyarse en una teoría sin fundamento normativo concreto, como la es la de los tributos propios y cedidos, ni tampoco partir de la irresponsabilidad del legislador, el cual sin competencias asignadas tiene el deber de por lo menos determinar el tributo que autoriza, además que se restringe al entendimiento de la estampilla como tasa porque aunque su recaudo se destina exclusivamente a un fin, el contribuyente no necesariamente participa en el servicio o función (condición diferenciadora de las demás especies de tributos).
En la práctica la emisión de estampillas de fomento se ha autorizado mediante una ley habilitante la que la mayoría de las veces se limita a regular aspectos generales para su creación, tales como la destinación que se hará de los recursos y a autorizar a la corporación pública que se encargará de fijar los elementos concretos de la contribución. A su turno, la corporación pública autorizada deberá proceder a desarrollar el tributo, regular su recaudo y la manera en que se transferirán los recursos que se obtengan a la entidad beneficiaria.

Vale la pena resaltar, que la aparente discriminación tributaria que esta clase de contribuciones genera no es verdadera, por cuanto su creación no infringe el principio de igualdad. Si bien es cierto, que se trata de una carga que no habrán de sufragar los contribuyentes del orden nacional ni tampoco los de otros entes territoriales, no lo es menos, que precisamente esa carga genera un beneficio directo para los contribuyentes que se refleja concretamente en el territorio en donde se expide, recauda y ejecuta, lo que desestima la distinción alegada.

EMISION DE ESTAMPILLAS PARA EL FOMENTO DE UNIVERSIDADES DE ORDEN NACIONAL

Aunque en la práctica la emisión de estampillas se ha dado especialmente a favor de universidades del orden territorial, facultando a las Asambleas Departamentales y a los Concejos Municipales y Distritales para que definan el tributo y se encarguen de su recaudo y de transferir los recursos a las entidades beneficiarias con esta clase de contribuciones para el fomento, lo cierto es que igualmente pueden establecerse cuando se trate de universidades del orden nacional. 

Por ejemplo, con la expedición de la Ley 426 de 13 de enero de 1998, se autoriza a las Asambleas Departamentales de Caldas y Risaralda para ordenar la emisión de la estampilla Universidad de Caldas y Universidad Nacional con sede en Manizales y Universidad Tecnológica de Pereira para desarrollo del Eje Cafetero hacia el tercer milenio.

Como se observa se trata de la emisión de estampillas para universidades del orden nacional, lo que se hace sencillamente en limitarla en el territorio, y en consecuencia, se autoriza a las Asambleas Departamentales donde se vaya a aplicar la estampilla para que ordenen su emisión e inviertan su producto.

En la ley citada como referencia no se define la totalidad de elementos del tributo, pero si se establece cual es la destinación que deberán tomar los dineros que se recauden por concepto de la estampilla, los cuales habrán de ejecutarse en el Departamento o Departamentos correspondientes a las Asambleas Departamentales o Concejos Municipales o Distritales que se autoricen para su emisión.

Como lo dispone el artículo 2 de la Ley 426 de 1998, se autoriza a las Asambleas de los Departamentos en donde operan las universidades del orden nacional beneficiarios con la contribución, para que determinen las características, tarifas y demás asuntos no regulados en la ley, relacionados con el uso obligatorio de la estampilla, y las actividades concretas en las cuales han de invertirse los recursos que se obtengan. Igualmente, se faculta a los Concejos Municipales del respectivo Departamento para que previa autorización de la Asamblea correspondiente, hagan obligatorio el uso de la estampilla.

De tal manera, que queda en competencia de las Asambleas Departamentales el uso y recaudo de la estampilla. Por su parte, la Contraloría General del Departamento o de los Municipios, según corresponde, ejercerá(n) el control no solamente en el recaudo sino en el traslado efectivo y total de los recursos a las Universidades beneficiarias de la respectiva estampilla.

Además, conviene señalar que las leyes que consagran la aplicación del tributo a las entidades del orden nacional, prevén, como es apenas lógico, que éste se produce, para el caso, cuando las universidades nacionales “operan” en el respectivo departamento beneficiario de la contribución.

Así lo señala, la Corte Constitucional, en la Sentencia C- 538 de 2002:

“…Finalmente, sobre la acusación de que se autorice a una entidad territorial para que fije tributos a entidades del orden nacional, dijo la sentencia, que no encuentra que exista un trato diferencial y el tributo está circunscrito al ámbito territorial. Se explicó así : “[l]as leyes demandadas crean un trato diferencial entre los contribuyentes del respectivo ente territorial en su condición de sujetos pasivos de la obligación tributaria allí establecida, frente a los contribuyentes del nivel nacional o de las demás entidades territoriales, pues sólo aquellos deberán asumir la carga fiscal derivada del cobro de la estampilla. Sin embargo, la Corte no encuentra tal diferenciación arbitraria o irrazonable, toda vez que los parámetros para identificar una posible discriminación tributaria están circunscritos a la órbita interna del ente territorial del que se trate.” 

CONSIDERACIONES ESPECÍFICAS AL PROYECTO DE LEY

El proyecto tiene como objetivo crear un mecanismo que permita obtener una fuente de financiación para la sostenibilidad y crecimiento de la UNIVERSIDAD PEDAGOGICA NACIONAL. Para el efecto se autoriza la emisión de una estampilla “Prodesarrollo de la Universidad Pedagógica Nacional”.

El propósito inicial es ampliar la matrícula a unos diez mil alumnos tanto de pregrado como de posgrado para lo cual se pretende concluir el Proyecto Valmaría, el cual iniciado en 1964 con la adquisición del predio no ha podido desarrollarse por los limitados recursos que se reciben por concepto de transferencias de la Nación los cuales solo alcanzan para cubrir el presupuesto normal año tras año, sin poder pensar en verdaderas inversiones en construcción física de las instalaciones y en investigación científica. Dicho proyecto cuenta, en la actualidad, con la aprobación del Departamento Administrativo de Planeación Distrital, y con la aceptación Institucional de amplios sectores que intervienen en el desarrollo económico y social de la ciudad capital, lo que le augura un éxito total en su ejecución y puesta en marcha. Amén de la demanda creciente de cupos universitarios desde todos los rincones del país por parte de los jóvenes que tienen vocación y aptitud de maestros.

Los $250.000.000.000 que se pretenden recaudar a través de la Estampilla Universidad Pedagógica Nacional Cincuenta Años en los próximos años tienen una alta tasa de retorno social, ya que el estudiante de esta Universidad es el educador profesional del futuro que conocedor de la realidad sociológica del país podrá transmitir un conocimiento coherente con el alma nacional, sí como formar nuevos educadores dentro de los principios de diversidad cultural y étnica, y de libertad de cátedra consagrados en los artículos 7º y 69 de la Constitución Política. 

La política educativa, independientemente del nivel que se aplique, tiene dos objetos básicos: el incremento de la cobertura y el incremento de la calidad. La cobertura orientada según sus criterios de equidad sirve además, para construir una sociedad más igualitaria y para romper estructuralmente el círculo de pobreza que caracteriza a muy amplios sectores de la población. El incremento de la calidad acelera el proceso de desarrollo nacional.

Este proyecto fortalece la convicción de que solo a través de una buena educación el país puede alcanzar niveles de desarrollo que lo encaminen en la búsqueda de la competitividad. La educación es la variable mas importante para atender la desigualdad en el ingreso, contribuye a la superación de la pobreza, la desigualdad y fomenta el crecimiento económico. La educación debe responder a las necesidades de productividad del país, debe adecuarse a los requerimientos de la economía colombiana.

Al país se le reconocen avances en cobertura en primaria, pero no pasa lo mismo con la secundaria y pregrado. Colombia podrá avanzar efectivamente hacia un verdadero estado social de derecho en la medida en que la población tenga las mismas oportunidades de acceso a la educación de calidad.

BENEFICIOS DEL PROYECTO VALMARIA

ASPECTO SOCIAL.

Es una respuesta estructural del Estado Colombiano a los estratos 1-2 y 3 básicamente, en el entendido de que el 97% de los alumnos corresponde a estos estratos, y que el proyecto permite ampliar la cobertura y oferta educativa. 

ASPECTO CULTURAL.

El diseño arquitectónico de la Universidad permite desarrollar actividades con elementos sociales amplios en un ambiente integrador y espacios abiertos a la ciudadanía.

ASPECTO URBANO.

Una obra de 32 hectáreas, contribuye con la creación de un espacio creativo, con amplias zonas verdes, zonas deportivas, parques, y mayores espacios recreativos. Todo ello implicaciones en la mejora de calidad de vida.

ASPECTO ACADEMICO.

El modelo de construcción de intervención como herramienta pedagógica crea espacios de desarrollo contemporáneo que responden a la necesidad y especificad pedagógica.

ASPECTO ECONOMICO.

La venta del lote de la 127 le brinda al Distrito la posibilidad de recibir recursos por el cambio de uso (a comercial y habitacional) de un total de 320 mil m2.

CONCLUSION

El objetivo de estos Proyectos es generar recursos a través de la emisión de estampillas a fin de subsanar necesidades propias del desarrollo de la labor educativa, cobertura, infraestructura, investigación, etc.

El sistema de asignación de recursos por parte del Estado para la educación universidad pública en Colombia no reconoce los esfuerzos de las instituciones orientadas a fomentar la cobertura o la calidad.

De esta forma, la gestión de los rectores no se evalúa por grupos de investigación, programas acreditados, convenios internacionales, aumento de la cobertura o 
mejoramiento de las condiciones profesorales, por citar algunos aspectos académicos, sino por su habilidad para zafarse de los compromisos financieros, para convertir deudas en amnistías a los morosos, en negociar convenciones sindicales y en hacer el suficiente lobby ante Planeación Nacional y el Ministerio de Hacienda para obtener transferencias adicionales.

Las transferencias del Estado no se hacen por igual. No existe un indicador único que permita definir con cuánto debe patrocinarse exactamente cada estudiante en cada universidad. Tener más o menos estudiantes no significa contar con más o menos transferencias del Estado.

Es normal encontrar alusiones a la privatización como desarrollo de la política neoliberal en los países de América Latina. Colombia en particular es un país en el que los sucesivos gobiernos han implementado estas políticas exitosamente, reduciendo el Estado, vulnerando los derechos económicos y sociales de los ciudadanos, acompañándose de una táctica represiva que combina la acción legal de los organismos de seguridad oficiales y la acción de los grupos paramilitares, que pretenden detener cualquier brote de inconformismo con la aplicación de esta política económica y social neoliberal.

En su afán de buscar mayores ganancias el capital busca convertir en negocio la absoluta totalidad de las necesidades de los ciudadanos. Por tal motivo en Colombia hemos asistido a la privatización de las empresas Estatales de los sectores estratégicos como las comunicaciones y lo energético, hasta llegar a la privatización de la salud, los servicios públicos y la educación, cuestiones básicas que los colombianos deben necesariamente cubrir, lo que convierte estos derechos (tal como se les denominaba antes) en un negocio con ganancias aseguradas para el sector financiero.


La Universidad pública y la educación superior en general es uno de estos antiguos derechos que están en la mira de la política neoliberal.

La discusión central de estos proyectos de ley es la de aprobar o no la emisión de estampillas a lo cual debo decir que existen las necesidades, y que en pro del desarrollo social es necesaria su aprobación, aun cuando no exista la regulación necesaria para este tipo trámites, (es imperativo regular el tema por eso llamo nuevamente la atención sobre mi propuesta inicial).

Por último es preciso hacer una reflexión con respecto a la necesidad de tomar medidas por parte del ministerio del ramo, porque lo que aquí se observa es que existe un déficit de recursos y la evaluación con respecto a las finanzas territoriales y de la capacidad para seguir subsanando la falta de recursos a través de estampillas.

Atentamente
ANGEL CUSTODIO CABRERA BAEZ
Representante a la Cámara
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